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Medellín, veintiuno (21) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
Proceso DECLARATIVO VERBAL RENDICIÓN 

PROVOCADA DE CUENTAS.  
Radicado 05001 31 03 016 2019 00319 01 

Demandante CLAUDIA PATRICIA VELÁSQUEZ MARÍN 

Demandada CONALTURA CONSTRUCCIÓN Y VIVIENDA 
S.A (CONALTURA) y ACCIÓN SOCIEDAD 
FIDUCIARIA S.A. 

Juzgado origen DIECISÉIS CIVIL CIRCUITO MEDELLÍN  

 
Decide la Sala la apelación interpuesta frente al auto del 10 de junio 
de 2022, mediante el cual se negó el decreto de una prueba.  
 

1. ANTECEDENTES. 
 
En el juzgado de origen cursa el proceso de la referencia en donde la 
parte demandante pretende que se realice rendición de cuentas 
sobre lo pactado el 30 de septiembre de 2011 en contrato de fiducia 
mercantil de administración celebrado entre Inversiones Velmar 
Limitada, entidad de la cual es socia, y las demandadas.  
 
Las demandadas allegaron al proceso una reforma integral del 
contrato de fideicomiso realizada el 27 de abril de 2015, un contrato 
de cesión de derechos fiduciarios por parte de Inversiones Velmar a 
un tercero, un contrato de cesión de la totalidad de derechos 
fiduciarios de Conaltura S.A., a favor de Inversiones Velmar y por 
último un contrato de cesión de la totalidad de derechos fiduciarios 
de Inversiones Velmar a favor del mismo tercero, todos estos 
firmados por la representante legal de Inversiones Velmar, la señora 
María Rubiela Marín Gómez.  
 
El 10 de junio de 2022, el juzgado de origen realizó la audiencia inicial 
contemplada en el artículo 372 del CGP y en la etapa del decreto de 
pruebas negó la solicitada por la parte demandante, consistente en la 
práctica de dictamen pericial por perito grafólogo, para que en las 
instalaciones de las sociedades demandadas validara con los 
originales de los contratos la veracidad y autenticidad de la firma de 
la representante legal de Inversiones Velmar Ltda. 
 
Para adoptar tal decisión, el juzgado consideró que, de acuerdo al 
Código de Comercio, los libros y papeles del comerciante no podrán 
ser examinados por personas diferentes a sus propietarios o 
asociados y la demandante no hace parte de ninguna de las entidades 
demandadas, por tanto no está autorizada para tal fin; de ser 
practicada la prueba solicitada se constituiría en prueba ilegal por ir 
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en contra de las normas propias de cada juicio e incluso 
inconstitucional por violentar el debido proceso, al vulnerar 
derechos fundamentales de carácter sustancial como el derecho a la 
intimidad y el secreto profesional y; por último, porque no se ha 
determinado que la demandante esté facultada para pedirle 
rendición de cuentas a dichas entidades. 
 

2. EL RECURSO. 
 
Dentro de la misma audiencia, el apoderado de la parte demandante 
interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, 
argumentando que las pruebas que solicita son importantes para 
verificar la veracidad y autenticidad de las firmas de la representante 
legal de Inversiones Velmar Ltda., en la reforma de contrato de fiducia 
mercantil y en las cesiones de derechos fiduciarios que realizó la 
misma en representación de la sociedad. Manifestó el impugnante que 
no se desconoce la existencia de los documentos porque estos fueron 
debidamente allegados al proceso, sino que se pretende determinar a 
través de perito grafólogo si efectivamente la firma que hay en esos 
contratos es de la señora María Rubiela, lo cual, sí importa en el 
proceso porque en caso de resultar falsas, los contratos de cesión no 
tendrían ningún efecto y en consecuencia sí habría lugar a la rendición 
de cuentas por parte de las demandadas. 
 
El juzgado de origen decidió no reponer, conservando su postura y 
añadiendo que el decreto de la prueba que solicita sería impertinente 
e improcedente por cuanto no tiene relación con el objeto del 
proceso, pues aquí no se pretende refutar la validez de los contratos, 
de tal forma que no va llevar a resolver ningún aparte del litigio que 
ocupa la atención y, porque la parte demandante no manifestó en 
ningún momento desconocimiento o inquietud alguna frente a los 
documentos aportados por las demandadas.   
 

3. CONSIDERACIONES. 
 
3.1 COMPETENCIA. 
 
Por disposición del artículo 321 del CGP, el recurso de apelación 
contra autos procede solamente en contra de aquellos que la misma 
norma relaciona o que precisan disposiciones especiales, listado 
taxativo dentro del que se encuentra el proveído atacado en el 
numeral 3. 
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Para resolver, dispone el artículo 328 de la misma obra que, salvo 
decisiones que se deban adoptar de oficio, el superior debe limitar su 
análisis a las razones de inconformidad expuestas por el recurrente. 
 
3.2 PROBLEMA JURÍDICO. 
 
Le corresponde a la Sala determinar si acertó el a quo, al negar la 
prueba solicitada por parte de la demandante con la finalidad de 
verificar la autenticidad de las firmas de la representante legal de 
inversiones Velmar.  
 
3.3 FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 
 
Dictamen pericial (normatividad). 
 
La regulación concerniente a la procedencia, aportación, 
contradicción, práctica y valoración de la prueba pericial se encuentra 
prevista en los artículos 226 y siguientes del CGP. 

 
Establece el Estatuto Procesal que el dictamen pericial procede “para 
verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales 
conocimientos científicos, técnicos o artísticos” (art. 226) y; debe 
aportarse en la debida oportunidad probatoria, esto es, en la 
demanda (art. 82) o en el término para solicitar las adicionales (art. 
370). (se destaca). 
 
Rechazo de pruebas (normatividad y jurisprudencia). 
 
El artículo 168 del CGP prevé las causales que motivan el rechazo de 
plano de las pruebas, a saber, aquellas “ilícitas, las notoriamente 
impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o 
inútiles”, categorización a la que debe acudirse en el marco del 
examen de admisibilidad probatoria. 
 
La prueba es impertinente cuando el medio probatorio solicitado no 
guarda relación con lo que se debe demostrar en el juicio o, dicho en 
otras palabras, se invoca para comprobar hechos que no tienen 
relación con lo que se discute en el proceso; es inconducente cuando 
no es la prueba autorizada o ha sido limitada legalmente para probar 
determinado hecho o determinado suceso y; es manifiestamente 
superflua cuando está de más, no tienen razón de ser, sobra o el hecho 
ya está demostrado o exento de prueba. 
 
Respecto de la pertinencia de la prueba la Corte Suprema de Justicia 
ha establecido que: 
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“El juez debe hacer un análisis de pertinencia, dirigido a 
excluir del debate aquellas pruebas que tienen que ver con 
hechos ajenos a la problemática planteada, en tanto que 
acceder a decretarlas y practicarlas a pesar de su irrelevancia, 
no sólo representaría un desgaste innecesario en la función 
judicial, sino que además implicaría la demora injustificada 
de un trámite, en perjuicio de los principios de economía, 
celeridad, eficiencia y eficacia que gobiernan la 
administración de justicia”1. 

 
El artículo 29 de la Constitución Política instituye el derecho al debido 
proceso desde diferentes aristas, entre ellas la garantía de “presentar 
pruebas”, así como la posibilidad controvertir las que se aduzcan en 
contra y, agrega que “es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 
violación del debido proceso”, referencia que ha permitido distinguir 
entre las prueba ilícitas y la ilegales, “entendiendo por las primeras, 
aquellas que causan desmedro a los derechos constitucionales 
fundamentales de quienes intervienen en el respectivo juicio o de terceros 
a él; y por las segundas, las que evidencian irregularidades que 
comprometen el cabal cumplimiento de las normas legales encargadas 
de su gobierno, en cualquiera de las distintas fases que integran su 
materialización (decreto, práctica o valoración)”2. 
 
Contradicción de la autenticidad de la prueba documental 
(Normatividad).  
 
Parte del debido proceso está constituido por la garantía del derecho 
de contradicción de las pruebas, así lo dispone al artículo 29 
constitucional y lo precisan las normas del estatuto procedimental 
general. 
 
Así, el artículo 262 del CGP establece el mecanismo para ejercer el 
derecho a la defensa frente a documentos provenientes de terceros: 
 

“Los documentos privados de contenido declarativo emanados 
de terceros se apreciarán por el juez sin necesidad de ratificar 
su contenido, salvo que la parte contraria solicite su 
ratificación”. 

 

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación Civil- Exp. No. 11001-02-03-000-2008-01760-00 MP 
EDGARDO VILLAMIL PORTILLA 2010.  
2  CSJ SC de 16 jul. 2008, rad. 2005-00286. Reiterado en AC3167/2022 
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Por su parte, el artículo 269 del CGP, consagra la posibilidad para las 
partes de tachar por falsedad los documentos que a ellas se les 
atribuyan: 
 

“PROCEDENCIA DE LA TACHA DE FALSEDAD. La parte a 
quien se atribuya un documento, afirmándose que está 
suscrito o manuscrito por ella, podrá tacharlo de falso en la 
contestación de la demanda, si se acompañó a esta, y en los 
demás casos, en el curso de la audiencia en que se ordene 
tenerlo como prueba…” 

 
3.4 CASO EN CONCRETO. 
 
Preliminarmente, es de advertir que este despacho no comparte los 
argumentos inicialmente planteados por el a quo para negar la prueba.  
 
Por una parte, al aplicar el artículo 61 del Código de Comercio3 para 
limitar el acceso a documentos y libros del comerciante, tal postura 
resulta contraria a lo previsto por la propia norma, que establece 
precisamente la orden de autoridad como excepción para acceder a 
ellos, de tal forma que, de haberse decretado la prueba, tal decisión 
jurisdiccional constituiría precisamente la orden judicial que ampara 
el conocimiento y examen de los mismos, sin configurar ilegalidad o 
ilicitud 
 
Por otra parte, tampoco se acoge el planteamiento consistente en que 
no estaba acreditado que la demandante estuviere facultada para 
reclamar las cuentas pedidas, pues tal es el objeto del litigio en este 
proceso y su estimación o desestimación depende precisamente del 
acervo probatorio que se recaude en pro o en contra de las posturas 
procesales de las partes; luego, el análisis para el decreto de la prueba 
pericial no podía condicionarse a la titularidad del derecho a reclamar 
las cuentas, etapa procesal ulterior que requiere precisamente de los 
elementos de convicción. 
 
Debe tenerse en cuenta que al momento de resolver la reposición el 
juzgado ofreció razones adicionales para abstenerse de decretar la 
prueba, al aseverar que la misma es impertinente e improcedente 
porque el objeto de este proceso no lo constituye la validez de la cesión 

                                                           
3 ARTÍCULO 61. Los libros y papeles del comerciante no podrán examinarse por personas distintas de sus 
propietarios o personas autorizadas para ello, sino para los fines indicados en la Constitución Nacional y 
mediante orden de autoridad competente. 
Lo dispuesto en este artículo no restringirá el derecho de inspección que confiere la ley a los asociados 
sobre libros y papeles de las compañías comerciales, ni el que corresponda a quienes cumplan funciones 
de vigilancia o auditoría en las mismas. 
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del contrato de fiducia y porque la actora no desconoció ni 
controvirtió los documentos aportados por la demandada, 
respectivamente, razonamientos que deben ser objeto de análisis.  
 
Con relación a la pertinencia, se considera que el objeto de este 
proceso es establecer si las demandadas tienen obligación de rendir 
cuentas a la demandante, de tal forma que la verificación de la 
veracidad de los contratos celebrados por la representante legal de 
Inversiones Velmar Ltda., se encuentra en principio en un segundo 
plano y podría argüirse que tal asunto amerita un proceso declarativo; 
sin embargo, ello no significa que tal asunto carezca en absoluto de 
relación con lo debatido en este juicio pues, precisamente, tal 
averiguación podría conducir de manera mediata a establecer la 
validez o invalidez de la cesión de derechos y de allí la existencia o no 
del deber de rendir las cuentas reclamadas. De tal forma, este 
despacho tampoco comparte la postura del juzgado en cuanto a que la 
prueba solicitada sea impertinente ya que, aunque el propósito del 
proceso es la rendición de las cuentas, para establecerlo, resulta 
relevante verificar la vigencia de la cesión en que se funda la defensa 
para romper el vínculo contractual y, en esa medida la prueba 
solicitada reporta importancia por su relación con el reclamo.  
 
No obstante, el juzgado ofreció un último argumento relacionado con 
la procedencia y la necesidad de la prueba, el cual si encuentra apoyo 
por parte de este despacho. 
 
Apréciese como nuestro ordenamiento procesal establece las 
herramientas o mecanismos judiciales de defensa para el ejercicio del 
derecho de contradicción probatoria, el artículo 262 al facultar a las 
partes para solicitar la ratificación de documentos provenientes de 
terceros y el 269 al consagrar el derecho a tachar de falsos los 
documentos que se les enrostren a las partes como suscritos o 
manuscritos por ellas y es en este último caso que la norma prevé un 
trámite pericial para la verificación de la adulteración. 
 
Tal diferencia es decisiva porque, si el documento que se controvierte 
proviene de un tercero, el mecanismo dispuesto para su controversia 
es la ratificación, mientras que, si el documento proviene de las partes 
tal dispositivo es la tacha y la prueba pericial correspondiente.  
 
En consecuencia, si la aspiración de la demandante era desconocer la 
veracidad o impedir la apreciación de los contratos de cesión 
celebrados por la representante legal de Inversiones Velmar Ltda., 
persona jurídica que no es parte en este proceso, la vía procesal para 
plantear tal discusión era la solicitud de ratificación documental, más 
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no el decreto de una prueba pericial propia de la tacha de falsedad 
pues, como lo advirtió el juzgado, la actora no desconoció tal 
documento y además el mismo no fue suscrito por ella, luego no había 
lugar para la tacha.  
 
Esta circunstancia es la que permite concluir que la prueba de perito 
es innecesaria porque no se propuso ni era procedente la tacha sino 
una ratificación que no se pidió y, por tanto, el medio de convicción 
pedido es improcedente, pues para efectos de contradecir los 
contratos de cesión suscritos por un tercero, la demandante contaba 
con el mecanismo apropiado de defensa y dejó de utilizarlo. 
 
Al respecto, los artículos 164 y 170 del CGP establecen el presupuesto 
de necesidad para el decreto de las pruebas, de tal forma que, si el 
mismo ordenamiento consagra la ratificación como mecanismo para 
controvertir la veracidad de un documento emanado de un tercero, 
que es lo que discute la aquí demandante, entonces no es necesario 
para su demostración una prueba técnica como la pericial, prevista 
para el trámite de la tacha de documentos que se aducen suscritos por 
las partes. Por esta razón se considera que el argumento de 
improcedencia expuesto por el juzgado basta para mantener la 
decisión.   
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Medellín, Sala Unitaria de Decisión Civil,  
 

4. RESUELVE. 
 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 10 de junio de 2022, mediante el 
cual se negó la práctica de prueba pericial solicitada por la parte 
demandante. 
 
SEGUNDO: No condenar en costas.   
 
TERCERO: REMITIR el expediente al juzgado de origen para lo 
pertinente.   
 
 
 
 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
Magistrado 


